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Jueza Reyes Berríos. 
 
Vázquez Santisteban, Juez Ponente 

 

SENTENCIA   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

El 28 de diciembre de 2020, Recoms Realty Inc. (Recoms- 

peticionaria) presentó un escrito de certiorari interesada en que 

revoquemos la Resolución del Tribunal de Primera Instancia (TPI) de 10 de 

marzo de 2020 que denegó su solicitud de sentencia sumaria. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, expedimos el 

auto de certiorari, modificamos la Resolución recurrida, y así modificada la 

confirmamos.  

 

I. 

 

El presente caso se originó luego de que el 7 de junio de 2012 

Touchvision Realty Corp (Touchvision-recurrida) incoo una causa de acción 

sobre cobro de dinero en contra de Recoms, Corporación ABD y Compañía 

de Seguros XYZ. Touchvision arguyó que, al 29 de febrero de 2012, Recoms 
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le adeudaba $293,870.24 más intereses en cuotas de mantenimiento de un 

edificio sujeto al régimen de propiedad horizontal.  

Oportunamente, Recoms presentó una Contestación a la Demanda y 

Reconvención. Argumentó no estar obligado a pagar tales cuotas debido a 

que Touchvision -como administrador interino del edificio- incumplió con los 

deberes que le impone el Artículo 36A de la Ley de Condominios, 31 LPRA 

sec. 1293-1. En su reconvención, reclamó el reembolso de lo que pagó por 

concepto de servicios comunales a instancias de Touchvision, más los daños 

económicos, merma de ingresos, daños a su propiedad, entre otros. 

A solicitud de la peticionaria y ante el reiterado incumplimiento de 

Touchvision con las órdenes del TPI, el foro recurrido desestimó con 

perjuicio la demanda de epígrafe y ordenó la continuación de los 

procedimientos con respecto a la reconvención de Recoms.  

El 9 de octubre de 2018, luego de varios incidentes procesales, 

Recoms presentó una solicitud de sentencia sumaria. Arguyó que el 

recurrido continúa incumpliendo sus deberes como administrador interino, 

lo cual le ha ocasionado una merma en el valor de su propiedad y daños. 

Adujo que Touchvision no ha reparado las filtraciones en su totalidad ni ha 

segregado la cuenta eléctrica del edificio para evitar que el consumo de 

AT&T se refleje en la cuenta comunal.  

Por su parte, el 27 de noviembre de 2018, Touchvision se opuso a la 

solicitud de sentencia sumaria. Argumentó que la moción de Recoms no 

cumple con la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, que 

existe controversia sobre hechos esenciales, que a este caso no aplican las 

disposiciones sobre el administrador interino de la Ley de Condominios, 

supra, y que la peticionaria podía convocar una reunión para el traspaso de 

la administración del Edificio al Consejo de Titulares, lo cual no hizo. 

Posteriormente, en su escrito Dúplica a “Réplica a Oposición a Moción de 

Sentencia Sumaria” añadió a sus fundamentos para oponerse que Recoms 

no posee legitimación activa para reclamar el reembolso de los pagos 
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realizados por otras entidades que no son parte en este pleito y que tienen 

personalidad jurídica distinta a la de Recons. 

Examinadas las posturas de ambas partes, el 10 de marzo de 2020, 

el TPI dictó la Resolución recurrida de la cual surgen los siguientes hechos 

incontrovertidos: 

1. Touchvision Realty Corp. es una corporación 
debidamente registrada en el Departamento de Estado 
de Puerto Rico, incorporada el 3 de agosto de 2002.  

 
2. Recoms Realty Inc. es una corporación debidamente 

registrada en el Departamento de Estado de Puerto Rico, 
incorporada el 12 de mayo de 2005.  

 

3. La propiedad en relación al litigio es el Condominio 
Touchvision Plaza, anteriormente conocido como el 
edificio American Airlines, ubicado en la calle López 
Landrón 1509, San Juan, Puerto Rico, 00911. 

 

4. El 9 de mayo de 2005, Touchvision, representada por su 
presidente Richard Machado González, consituyó el 
régimen de propiedad horizontal en el edificio 
Touchvision Plaza.  

 

5. En las escrituras de compraventa, Touchvision se reservó 
el derecho de cobrar cuotas de mantenimiento desde la 
primera venta.  

 

6. Recoms es dueña registral de los pisos 10, 11, 12 y PH 
del edificio Touchvision Plaza. 

 

7. La parte superior al PH del Edificio pertenece a 
Touchvision. 

 
8. El Edificio no obtuvo permiso de uso para cada piso hasta 

septiembre de 2008. 
 

9. Una vez el Edificio obtuvo permisos de uso, cada piso 
pudo abrir una cuenta de luz independiente. 

 

10. No se ha celebrado ninguna Asamblea para el traspaso 
de la administración interina al Consejo de Titulares del 
Edificio. 

 

11. Touchvision mantiene un contrato de alquiler del espacio 
sobre la azotea con AT&T para la colocación de antenas 
de comunicación.  

 

12. La electricidad que consume AT&T se toma del contador 
de energía comunal del edificio. 

 

13. Touchvision, tras llevar a cabo un estudio de consumo 
de electricidad, le facturó a AT&T $71,200.00 por 
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concepto de energía eléctrica consumida entre el 2013 y 
el 2016, en exceso a los $19,500.00 que ya AT&T había 
pagado. 

 

14. El Edificio tiene filtraciones que provienen de la azotea. 
 

15. Mediante Orden del 16 de enero de 2015, este tribunal 
le requirió a Touchvision que realizara reparaciones al 
techo sobre el PH en treinta (30) días. 

 

16. Las reparaciones del techo sobre el PH se han 
completado de forma parcial. 

 

17. La AEE desconectó los servicios de energía eléctrica en 
las áreas comunales del Edificio el 2 de agosto de 2016 
hasta el 12 de mayo de 2017. 

 

18. El 9 de mayo de 2017, Touchvision suscribió un acuerdo 
de pago con la AEE para amortizar la suma principal de 
$49,527.29 adeudada a la cuenta 3344832000. 

 

19. Las partes contrataron a S&C Management como 
Administrador del Edificio. 

 

20. S&C Management preparó un presupuesto, el cual fue 
aprobado por Recoms y Touchvision, y que comenzó a 
regir el 1ro de junio de 2017. 

 

21. El Tribunal aprobó el presupuesto sometido por la 
Administración del Edificio, con fecha de vigencia de 1ro 
de junio de 2017. 

 

22. Según el presupuesto aprobado, la aportación de 
Touchvision es de un 70%, mientras que la de Recoms 
es de un 30%. 

 

23. El presupuesto aprobado para la administración del 
Edificio incluye una partida para el pago de servicios de 
la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) por la cantidad 
de $7,585 mensuales. 

 

24. La amortización del plan de pagos suscrito con la AEE el 
9 de mayo de 2017, la hace Touchvision únicamente sin 
que se utilicen fondos del presupuesto aprobado en junio 
de 2017. 

 

25. Los pagos presupuestados por S&C Management para la 
AEE no se han realizado. 

 

26. El presupuesto aprobado para la administración del 
Edificio incluye una partida para el mantenimiento y 
reparaciones generales. 

 

27. Touchvision, para octubre de 2018, tenía una deuda de 
$127,435.25, por concepto de la aportación del 70% 
establecida en el presupuesto de 1ro de junio de 2017. 
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Dicha deuda fue satisfecha mediante cheque el 17 de 
octubre de 2018. 

 

28. Desde que se estableció el presupuesto del Edificio, el 
1ro de junio de 2017, Recoms ha efectuado los pagos 
correspondientes al 30% de su aportación mensual, 
directamente a proveedores de servicios del Edificio y no 
a la entidad administrativa. 

 

29. El 2 de octubre de 2018, Touchvision autorizó a que la 
administración del Edificio cambiara la dirección de las 
facturas de energía eléctrica del Edificio. 

 

30. Al 17 de diciembre de 2018, la cuenta 3344832000 de 
AEE del Edificio tiene un balance vencido de 
$270,256.47. (Notas omitidas.) 

 

Por otro lado, el TPI puntualizó que los siguientes hechos 

permanecen en controversia: 

1. Si las sumas pagadas por Recoms a distintos 
proveedores de servicios del Edificio fueron requeridos 
por Touchvision como administrador interino; y si se 
pagaron en concepto de cuotas de mantenimiento. 
 

2. Si los pagos hechos por Recoms a la AEE fueron 
abonados a la cuenta del contador de las áreas 
comunes del Edificio. 

 
3. Si el resto de los pagos efectuados por Recoms fueron, 

en efecto, para cubrir gastos de mantenimiento del 
Edificio. 

 

4. Los daños ocasionados por Touchvision a Recoms por 
la falta de mantenimiento del Edificio. 

 

En su dictamen, el TPI concluyó que, previo a dilucidar si procede el 

reembolso que Recoms reclamó, ha de evaluar si Touchvision le requirió a 

Recoms tales pagos y si este último los realizó por concepto de cuotas de 

mantenimiento. Asimismo, el TPI determinó que Recoms carece de 

legitimación activa para reclamar los pagos realizados por terceros a favor 

del edificio por estos no constituir un parte litigante en este caso. Sobre 

tales bases, declaró no ha lugar la solicitud de sentencia sumaria de 

Recoms.  

La peticionaria en desacuerdo presentó el 28 de diciembre de 2020 

la petición de certiorari que nos ocupa.  Dos son sus señalamientos de error: 
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Erró el TPI al denegar la solicitud de sentencia sumaria parcial 
[presentada] por Recoms. 
 
Erró el TPI al concluir que Recoms no tiene legitimación activa 
para recuperar los fondos que tomó en préstamo para 
sufragar pagos de mantenimiento del edificio. 
 
El 11 de febrero de 2021, la recurrida compareció mediante su 

escrito en oposición. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes 

y examinado el expediente en su totalidad, resolvemos.   

 

II. 

Auto de Certiorari 

 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que permite 

que un tribunal de mayor jerarquía revise las resoluciones y órdenes 

interlocutorias de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare 

LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Por su parte, la Regla 52.1 de las Reglas de 

Procedimiento Civil de 2009, según enmendada, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

delimita las instancias en las cuales el Tribunal de Apelaciones posee 

jurisdicción para revisar mediante certiorari los dictámenes interlocutorios 

del Tribunal de Primera Instancia. Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 

DPR 703, 710 (2019).  Análogamente, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 40, promulgado el 20 de julio de 2004, 

establece los criterios que el Tribunal de Apelaciones deberá considerar al 

ejercer su discreción sobre la expedición de una petición de certiorari:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema.  
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  
 

En virtud de la discreción conferida al Tribunal de Apelaciones para 

autorizar, expedir y adjudicar en sus méritos un certiorari, el Tribunal 

Supremo ha reiterado que tal función revisora deberá limitarse a aquellos 

casos en los cuales se pruebe que el foro primario actuó mediante prejuicio, 

parcialidad, abuso de discreción o error manifiesto. Citibank et al. v. ACBI 

et al., 200 DPR 724, 736 (2018).  

 

III. 

SENTENCIA SUMARIA 

 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, regula el mecanismo de 

sentencia sumaria cuyo propósito primordial consiste en procurar una 

solución justa, rápida y económica en la tramitación de los casos. Está 

disponible para cualquiera de las partes involucradas en el litigio, siempre 

que logren demostrar la inexistencia de controversias sobre hechos 

esenciales y pertinentes.  Abigail Rosado Reyes v. Global Healthcare Group, 

LLC, 2020 TSPR 136 (2020); Municipio de Añasco v. ASES et. al., 188 DPR 

307 (2013), Const. José Carro v. Municipio de Dorado, 186 DPR 113 (2012).  

Así, la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, dispone 

en su parte pertinente: 

[u]na parte que solicite un remedio podrá, en cualquier 
momento después de haber transcurrido veinte (20) días a 
partir de la fecha en que se emplaza a la parte demandada, 
o después que la parte contraria le haya notificado una 
moción de sentencia sumaria, pero no más tarde los treinta 
(30) días siguientes a la fecha límite establecida por el 
tribunal para concluir el descubrimiento de prueba, presentar 
una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 
evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia 
sustancial de hechos esenciales y pertinentes, para que el 
tribunal dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la 
totalidad o cualquier parte de la reclamación solicitada. 
32 LPRA Ap. V, R. 36  
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Luego de haberse presentado una moción de sentencia sumaria, el 

oponente a la misma tiene la obligación, también el derecho, de aportar 

evidencia sustancial de hechos materiales reales en controversia que 

derroten la disposición sumaria del asunto como se pretende. Meléndez 

González v. M. Cuebas, Inc., 193 DPR 100 (2015). De tal modo, que el 

oponente vendrá obligado a contestar la solicitud de sentencia sumaria de 

la forma tan detallada y específica como lo hiciera el promovente en su 

solicitud.  A esos fines, la Regla 36(b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36, otorga un término de veinte (20) días a la parte que se opone 

para presentar su contestación o réplica a la solicitud de que se dicte 

sentencia sumariamente. 

 En Gladys Bobé v. UBS Financial, 198 DPR 6 (2017), el Tribunal 

Supremo, delimitando los contornos y alcance de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, dispuso que “una vez presentada la solicitud de 

Sentencia Sumaria y su oposición, el Tribunal analizará tanto los 

documentos incluidos en ambas mociones como los que obren en el 

expediente del Tribunal y determinará si la parte opositora controvirtió 

algún hecho material y esencial o si hay alegaciones de la demanda que no 

han sido refutadas en forma alguna por los documentos”.  

 Es de notar que, tanto el texto de la Regla 36, supra, así como, su 

jurisprudencia interpretativa, dejan claramente establecido el derecho de la 

parte promovida u opositora a comparecer al Tribunal y ser escuchada 

antes de que se adjudiquen los asuntos de forma sumaria. En virtud de lo 

anterior, los Tribunales deben siempre procurar un justo balance entre la 

aspiración de promover de forma rápida la tramitación de los casos ante su 

consideración y, la firme política judicial de que estos sean atendidos y 

resueltos en sus méritos.  Regla 1 Procedimiento Civil, 32 LPRA, Ap. III, R.I; 

Datiz v. Hospital Episcopal San Lucas, 163 DPR 10 (2004); Ghigglioti v. ASA, 

149 DPR 902 (1999); Valentín v. Municipio de Añasco, 145 DPR 887 (1998).  
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Al así proceder, deben procurar los Tribunales inclinar la balanza en 

favor del derecho de todo litigante a que sus alegaciones sean atendidas 

puesto que una de las misiones más importantes de nuestro andamiaje 

procesal, así como, de nuestro esquema adjudicativo, es lograr 

salvaguardar el derecho de toda parte a tener su día en corte y ser oído 

como mandata la garantía constitucional sobre el debido proceso de Ley.  

Maldonado v. Secretario de Recursos Naturales, 113 DPR 494 (1983); 

Garriga Gordlis v. Maldonado Colón, 109 DPR 817 (1980).   

 

IV. 

LEGITIMACIÓN ACTIVA 

 

Conforme a la Regla 15.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

15.1, tiene legitimación activa para presentar una causa de acción “la 

persona que por ley tenga el derecho que se reclama”. Acorde con ello, el 

Tribunal Supremo ha resuelto que tendrá legitimación activa aquella parte 

demandante que haya sufrido un daño claro y palpable, que el daño sea 

real, inmediato, preciso, no abstracto o hipotético, que haya relación entre 

el daño sufrido y la causa de acción ejercitada, y que la causa de acción 

surja bajo el palio de la Constitución o de una ley. Aguadilla Paint Center v. 

Esso, 183 DPR 901, 931-932 (2011); Col. Peritos Elec. v. A.E.E., 150 DPR 

327, 331 (2000). En conclusión, la legitimación activa es un criterio que el 

tribunal ha de evaluar al determinar si posee o no jurisdicción. 

De igual manera, las corporaciones poseen legitimación activa para 

demandar y ser demandadas debido a que, a partir de que nace su entidad 

corporativa, ostentan una personalidad jurídica propia, distinta e 

independiente de la de sus accionistas. Artículo 2.02(b) de la Ley Núm. 164-

2009 conocida como la Ley General de Corporaciones, 14 LPRA sec. 

3522(b); Véase, además, Multinational Ins. v. Benítez y otros, 193 DPR 67, 

76 (2015). 
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V. 

PAGO POR TERCERO 

 

El entonces vigente Artículo 1112 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

LPRA sec. 3162, codifica la figura del pago por tercero la cual permite que 

cualquier persona -con o sin interés en el cumplimiento de la obligación- 

pueda realizar el pago por cuenta de otro. En cuyo caso, quien pague 

voluntariamente por cuenta de otro, con conocimiento y aprobación del 

deudor y con la manifiesta intención de extinguir la relación obligatoria en 

la cual intervino, podrá reclamar del deudor lo pagado. Asoc. Cond HIMA v. 

Atlantis Health Care, 199 DPR 769 (2018). En la alternativa, el tercero podrá 

compeler al acreedor a que le subrogue en los derechos del deudor. Íd.  

 

VI. 

 

Nuestras Reglas Procesales Civiles permiten que un Tribunal pueda 

dictar sentencia sumariamente en virtud de la Regla 36. En el presente 

caso, la Demandada-Peticionaria, interesada en que se dicte sentencia 

sumaria a su favor, argumentó que no existen hechos sustanciales en 

controversia que le impidan al TPI resolver sumariamente este asunto. Sin 

embargo, aquí el TPI identificó cuatro (4) hechos esenciales en controversia 

que le imposibilitaron declarar ha lugar la solicitud de Recoms. Coincidimos 

con el foro primario en que es necesario celebrar un juicio en el cual las 

partes pasen prueba dirigida a esclarecer los hechos controvertidos. 

Asimismo, la Demandada-Peticionaria deberá probar que tiene derecho a 

que Touchvision le reembolse ciertos pagos que efectuó a proveedores de 

servicios del edificio mientras este último era administrador interino y previo 

a que se fijaran de cuotas de mantenimiento. 

En vista de que el expediente en el presente caso apoya la 

determinación recurrida y en ausencia de prejuicio, parcialidad, abuso de 

discreción o error manifiesto, seremos deferentes a las determinaciones 

discrecionales del TPI. Citibank et al. v. ACBI et al., supra. Actuó 
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correctamente el foro primario al denegar la solicitud de sentencia sumaria 

que Recoms presentó en este caso. 

Para atender el señalamiento de error número dos, es necesario 

referirnos a la normativa citada sobre el pago por tercero. Conforme a dicha 

doctrina, las corporaciones o individuos podían realizar pagos 

voluntariamente a nombre de Recoms con el fin de extinguir la relación 

obligatoria en la cual intervinieron. A tono con dicha norma, si la 

Demandada-Peticionaria alegó que tales partidas fueron indebidamente 

requeridas por Touchvision, y por ende indebidamente pagadas por 

terceros, Recoms tiene legitimación activa para reclamar su reembolso, 

sujeto a que este proceda en derecho. Resolver lo contrario implicaría que 

Recoms puede beneficiarse de un pago por tercero pero no puede reclamar 

a Touchvision a favor de dicho tercero que pagó indebidamente. 

Por los fundamentos expuestos, concluimos que el TPI erró al 

dictaminar que Recoms carece de legitimación activa para reclamar el 

reembolso de los pagos realizados por terceros. Dejamos sin efecto tal 

determinación con el fin de que, durante el juicio en su fondo, la 

Demandada-Peticionaria presente prueba sobre la procedencia de tales 

reembolsos.  

 

VII. 

 

Por lo antes expuesto, se expide el auto de certiorari, se modifica la 

Resolución de 10 de marzo de 2020 y, así modificada, se confirma.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


